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Accionante: Octavio de Jesús Marín Botero
Accionado: Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira
Decisión: Declara improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA SENTENCIA DE LA MISMA NATURALEZA / SALVO SI FUE PROFERIDA POR JUEZ O TRIBUNAL Y EXISTIÓ FRAUDE.
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del juez constitucional, y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en la sentencia atacada. 

En ese orden de ideas, la jurisprudencia constitucional, a partir de la sentencia C-590 de 2005 fue consolidando una serie de requisitos generales, y otros específicos o especiales (hipótesis que fueron inicialmente conocidas como vías de hecho), los cuales deben estar acreditados en la acción de amparo antes de poder efectuar análisis de fondo frente al reclamo formulado en sede de tutela. (…)
… de entrada estima la Sala que no es posible efectuar un estudio de fondo respecto del asunto planteado, pues atendiendo las antedichas causales generales de procedencia del mecanismo constitucional de amparo en contra de providencias judiciales, se parte del hecho de que no es viable su análisis cuando lo que se debate sea precisamente otra sentencia de tutela , tal y como ha sido decantado a nivel jurisprudencial por parte del Órgano de Cierre en esta materia, especialmente a través de la sentencia SU 627 de 2015, en que se pronunció frente a la procedencia de la tutela contra los fallos de la misma naturaleza:
“4.6.1. Para establecer la procedencia de la acción de tutela, cuando se trata de un proceso de tutela, se debe comenzar por distinguir si ésta se dirige contra la sentencia proferida dentro de él o contra una actuación previa o posterior a ella.

“4.6.2. Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla es la de que no procede.

“4.6.2.1. Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional.

“4.6.2.2. Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación”.
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Aprobado por Acta No. 335 

	Radicación: 
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	Accionante: 
	Octavio de Jesús Marín Botero  

	Accionado: 
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira 

	Decisión: 
	Niega por improcedente 



ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso.

ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que el 17 de enero de 2019 presentó acción de tutela en contra de la Fiscalía 2 Local de Pereira Risaralda, la cual quedó radicada bajo el No. 660013109001201900002, actuación que le correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira.  Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado resolvió mediante fallo del 28 de enero de 2019, declarar la improcedencia de la acción de tutela. 

El señor Marín Botero se encuentra en desacuerdo con los argumentos de la decisión, los cuales consistían en indicar que él no había acreditado circunstancias de debilidad manifiesta, disminuciones físicas, sensoriales o psíquicas que lo afectaran.
PRETENSIONES:

Con base en lo anterior, solicita el accionante que se le protejan sus derechos fundamentales vulnerados y en consecuencia se ordene al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira que le informe en qué decreto o ley indica la legislación, que para que la tutela proceda se deben acreditar circunstancias de debilidad manifiesta, disminución física, sensorial o psíquica.
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en el Despacho el 18 de marzo del año que transcurre, fecha en la cual se avocó su conocimiento y se ordenó la notificación y traslado al titular del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 

RESPUESTA DEL ACCIONADO: 

JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA: Por medio de escrito adiado el 19 de marzo de 2019, indicó que en efecto, el 17 de enero de 2019 avocó conocimiento de la tutela impetrada por el señor Octavio de Jesús Marín Botero contra la Fiscalía 2 Local de Pereira, posteriormente el 28 de enero del presente año profirió fallo declarando improcedente la acción de tutela, decisión que se le notificó al accionante por correo certificado en planilla del 29 de enero con número de envío RA069431416CO, el cual fue recibido en el establecimiento carcelario el 4 de febrero de 2019, surtiéndose la entrega efectiva al accionante el 5 de febrero a las 4:00 de la tarde.
Posteriormente, el 13 de febrero, el señor Octavio de Jesús Marín Botero presentó memorial en el cual impugnaba el fallo de tutela, sin tener en cuenta que el término de ejecutoria corrió durante los días 6,7 y 8 de febrero de 2019, por lo que el Juzgado se abstuvo de dar trámite al recurso de apelación interpuesto por el accionante toda vez que fue recibido extemporáneamente, decisión que fue comunicada al señor Marín Botero mediante oficio No.0326 y recibida el 20 de febrero de los corrientes. Finalmente el 15 de marzo de 2019 se remitió la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme a lo estipulado en el decreto 2591 de 1991.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a la Sala determinar en esta oportunidad si con la sentencia de tutela proferida en las calendas del 28 de enero de 2019, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira desconoció los derechos fundamentales del señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO, de manera que se haga necesaria la intervención de este Juez constitucional para conjurarlos. 

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.
Del caso concreto:

En el asunto que ocupa la atención de la Colegiatura, se tiene que el señor Octavio de Jesús Marín Botero acude al mecanismo de amparo constitucional en busca de la protección de su derecho fundamental al debido proceso, prerrogativa que considera quebrantada por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, específicamente en lo atinente a las consideraciones plasmadas en una sentencia de tutela dentro de la cual él fungió como accionante, y la Fiscalía Segunda Local de Pereira como accionada, motivación con las cual se encuentra en desacuerdo. 

Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del juez constitucional, y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en la sentencia atacada. 

En ese orden de ideas, la jurisprudencia constitucional, a partir de la sentencia C-590 de 2005 fue consolidando una serie de requisitos generales, y otros específicos o especiales (hipótesis que fueron inicialmente conocidas como vías de hecho), los cuales deben estar acreditados en la acción de amparo antes de poder efectuar análisis de fondo frente al reclamo formulado en sede de tutela. 

Así pues, tenemos que los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales son: “a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable; c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez; d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora; e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible; y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”
Vista así la situación, de entrada estima la Sala que no es posible efectuar un estudio de fondo respecto del asunto planteado, pues atendiendo las antedichas causales generales de procedencia del mecanismo constitucional de amparo en contra de providencias judiciales, se parte del hecho de que no es viable su análisis cuando lo que se debate sea precisamente otra sentencia de tutela
, tal y como ha sido decantado a nivel jurisprudencial por parte del Órgano de Cierre en esta materia, especialmente a través de la sentencia SU 627 de 2015, en que se pronunció frente a la procedencia de la tutela contra los fallos de la misma naturaleza:
“4.6. Unificación jurisprudencial respecto de la procedencia de la acción de tutela contra sentencias de tutela y contra actuaciones de los jueces de tutela anteriores o posteriores a la sentencia.
 
4.6.1. Para establecer la procedencia de la acción de tutela, cuando se trata de un proceso de tutela, se debe comenzar por distinguir si ésta se dirige contra la sentencia proferida dentro de él o contra una actuación previa o posterior a ella.
 
4.6.2. Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla es la de que no procede.
 
4.6.2.1. Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional.
 
4.6.2.2. Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación.
 
4.6.3. Si la acción se de tutela se dirige contra actuaciones del proceso de tutela diferentes a la sentencia, se debe distinguir si éstas acaecieron con anterioridad o con posterioridad a la sentencia.
 
4.6.3.1. Si la actuación acaece con anterioridad a la sentencia y consiste en la omisión del juez de cumplir con su deber de informar, notificar o vincular a los terceros que serían afectados por la demanda de tutela, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, la acción de tutela sí procede, incluso si la Corte Constitucional no ha seleccionado el asunto para su revisión.
 
4.6.3.2. Si la actuación acaece con posterioridad a la sentencia y se trata de lograr el cumplimiento de las órdenes impartidas en dicha sentencia, la acción de tutela no procede. Pero si se trata de obtener la protección de un derecho fundamental que habría sido vulnerado en el trámite del incidente de desacato, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional.”
Quiere decir lo anterior, que sin necesidad de entrar a hacer estudios adicionales, la presente acción de tutela se torna improcedente, puesto que lo consignado en el libelo petitorio deja entrever que los cuestionamientos del accionante lo que atacan es la motivación de la sentencia de tutela en comento, razón por la cual debió agotar oportunamente el mecanismo de la impugnación, para así poder poner en tela de juicio lo decidido por el Juzgado que aquí demanda.
Ahora, en gracia de discusión, vale la pena traer a colación una información que se extrae de la contestación del Juzgado Primero Penal del Circuito, y es la consistente en que el accionante de manera tardía presentó ante esa célula judicial un memorial con el cual pretendía que se le diera trámite a una impugnación en contra del pluricitado fallo, escrito que fue radicado en el Despacho tres días después de vencido el término previsto en la Ley para su presentación, lo que incidió para que se decretara en esa instancia la extemporaneidad del mismo. 

Vistas así las cosas, parece ser que el accionante pretende usar esta nueva acción como una alternativa adicional de impugnación ante la declaratoria de extemporaneidad del recurso decretada por el Juzgado accionado, pretensión que resulta imposible de otorgar, puesto que fue debido a su desidia que no prosperó la interposición de su recurso.    

En conclusión, no observa esta Sala irregularidad alguna en la determinación adoptada que amerite la intervención del juez de tutela, ya que como quedó señalado, la presentación del escrito a través del cual se impugnó el fallo de primera instancia resultaba a todas luces extemporáneo, y ya en lo atinente al contenido de la sentencia, de ninguna manera puede ser evaluado por esta Colegiatura a través de una acción de tutela, cuando la iterpuesta inicialmente se encuentra ya en la Corte Constitucional.
Como anotación final, quiere decir la Sala que aunque al presente asunto no se vinculó a la Fiscalía demandada en la acción tuitiva fallada por el Juzgado Primero Penal del Circuito, ello se debió a la palmaria improcedencia de la presente acción, hipótesis que desde ab initio se pudo advertir, lo cual tornaba innecesaria la intervención de terceros cuando la regla por excelencia en este tipo de acción, es que la misma no procede como mecanismo para controvertir sentencias de tutela, palabras más, palabras menos, era inocuo el desgaste de correr traslado a una entidad, cuando en principio se podía inferir la suerte de esta acción de amparo.   

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela interpuesta por el señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA.

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/2010/T0660de2010.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-660 de 2010" �T-660 de 2010� y T-082 de 2016, entre otras.
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